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1.  Legislación andaluza sobre servicios 
sociales

En 1988, se aprobó la ley andaluza 2/1988, de 4 de abril, de Servicios Socia-
les de Andalucía, que estableció un sistema público de servicios sociales 
racional y efectivo con todos los recursos de los servicios sociales en Anda-
lucía. La cooperación entre la Junta de Andalucía, las corporaciones locales 
y las entidades privadas permitió desarrollar una amplia red de servicios 
muy diversos. 

Sin embargo, a medida que aparecían nuevas necesidades y demandas 
ciudadanas, se dictaban nuevas normas para:

 ● Atender a sectores o grupos de población objeto de protección, como 
menores de edad (Ley 1/1998, de 20 de abril), personas con discapaci-
dad (Ley 1/1999, de 31 de marzo) y personas mayores (Ley 6/1999, de 
7 de julio).

 ● Dar respuesta a situaciones específicas que requiriesen una interven-
ción social, como drogadicciones (Ley 4/1997, de 9 de julio) y violencia 
de género (Ley 13/2007, de 26 de noviembre).

 ● Desarrollar los aspectos previstos en la Ley 2/1988, por ejemplo, la me-
diación familiar (Ley 1/2009, de 27 de febrero).

 ● Avanzar en la protección y la inclusión sociales, como parejas de hecho 
(Ley 5/2002, de 16 de diciembre), igualdad de género (Ley12/2007, de 
26 de noviembre) y lengua de signos española (Ley 11/2011, de 5 de 
diciembre).

El conjunto de normas existentes permitía atender las necesidades y ga-
rantizar los derechos de las personas y grupos en Andalucía, sin embargo, 
los cambios sociales demandaban un nuevo marco normativo que, desde 
la base de los avances ya conseguidos en materia de servicios sociales y 
para ofrecer una protección integral a la ciudadanía, los consolidase, los 
fortaleciese y mejorase su capacidad de adaptación.

Por este motivo, en 2016 se aprobó la Ley de Servicios Sociales de Andalu-
cía, que ha sido complementada posteriormente con otras normas.

1.1. Ley de Servicios Sociales  
de Andalucía

La Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de Anda-
lucía tiene por objetivo situar a la persona como centro de todas las 
políticas sociales y dotar de naturaleza propia al Sistema Público de 
Servicios Sociales de Andalucía.

Para alcanzar su objetivo, la ley se centra en cinco grandes aspectos:

 ● El derecho al acceso universal a los servicios sociales: para la ciuda-
danía en general, de las personas usuarias de los servicios sociales y de 
las personas que residen en centros de servicios sociales.

La concreción de este derecho (regulaciones para acceder a ellos, servicios 
y prestaciones, etc.) y las obligaciones que implica pueden variar en cada 
caso según las circunstancias y necesidades concretas de la persona.
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 ● El Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía, caracterizado 
por la proximidad a la ciudadanía (gracias a la descentralización, la equi-
dad territorial y la desconcentración), la eficacia y la eficiencia en la sa-
tisfacción de las necesidades sociales, la accesibilidad a la información 
y a los servicios sociales y la coordinación y el trabajo en red.

 ● La participación ciudadana en los servicios sociales, mediante órga-
nos colegiados que vertebren el movimiento asociativo y con canales 
que faciliten que las aportaciones individuales lleguen a las instancias 
en las que serán auténticamente útiles.

La ley dispone que el gobierno autonómico debe crear una carta de de-
rechos y deberes de las personas usuarias para que se empoderen a la 
hora de exigir lo que legalmente les corresponde y debe difundirla y velar 
por su comprensión.

 ● El papel de la iniciativa privada y social en la provisión de servicios.

 ● La calidad de los servicios provistos. Para asegurarla, es imprescindi-
ble planificar el sistema, implantar un sistema de calidad e impulsar la 
eficiencia y la sostenibilidad, así como algunos elementos relacionados 
con la intervención pública, por ejemplo, el desarrollo de la función ins-
pectora y el Registro de Entidades, Centros y Servicios Sociales.

1.2. Otras normas
Para poder dar respuesta a nuevas necesidades, la Ley de Servicios Sociales 
de Andalucía se ha complementado con otras disposiciones específicas:

 ● El Decreto-Ley 3/2017, de 19 de diciembre, por el que se regula la Renta 
Mínima de Inserción Social en Andalucía (REMISA). Esta norma amplía 
la percepción de dicha renta a 12 meses, ampliables según las circuns-
tancias personales y modifica algunos requisitos para acceder a ella, 
por ejemplo, la vecindad administrativa, con excepciones en supuestos 
de urgencia o emergencia social.

 ● La Ley 8/2017, de 28 de diciembre, para garantizar los derechos, la 
igualdad de trato y no discriminación de las personas LGTBI y sus fami-
liares en Andalucía. Esta ley se basa en los principios de:

 ⚫ Igualdad y no discriminación, directa o indirecta, por razón de orien-
tación o identidad sexual o de pertenencia a un grupo familiar LGTBI.

 ⚫ Reconocimiento de la personalidad. Las personas tienen derecho a 
definir su propio cuerpo, su identidad sexual, su género y su orienta-
ción sexual y no pueden ser presionadas para ocultarlos, suprimirlos 
o negarlos.

 ⚫ Prevención de la LGTBIfobia.

 ⚫ Integridad y seguridad personal, física y psíquica, de las personas 
LGTBI y de sus familias.

 ⚫ Protección frente a represalias por haber emprendido cualquier ac-
ción judicial o administrativa.

 ⚫ Privacidad, incluyendo el derecho de revelar o no cualquier aspecto 
relativo al propio género, sexualidad o diversidad corporal.

 ⚫ Garantía de un tratamiento adecuado en salud. La autodetermina-
ción de género no puede ser coartada por ningún tratamiento, proce-
dimiento médico o examen psicológico obligatorio.
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El Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía (SPSSA) es el 
conjunto de servicios, recursos y prestaciones de las Administraciones 
Públicas de Andalucía.

El objetivo de estos servicios es:

 ● Garantizar el derecho de todas las personas en Andalucía a la protec-
ción social.

 ● Impulsar la promoción social.

 ● Trabajar para la prevención.

Este sistema se despliega en los términos recogidos en:

 ● El Estatuto de Autonomía de Andalucía.

 ● La Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía.

 ● El resto de normativa vigente en la materia.

2.1. Personas usuarias
El SPSSA atiende a:

 ● Todas las personas con vecindad administrativa en Andalucía.

 ● Personas extranjeras en Andalucía que tengan condición de refugia-
das, tengan protección subsidiaria o sean menores de edad.

 ● Personas andaluzas en el exterior, en las condiciones que prevé la Ley 
8/2006, de 24 de octubre, del Estatuto de los Andaluces en el Mundo.

 ● Cualquier persona que esté en Andalucía por una urgencia personal, 
familiar o social. Las prestaciones se dirigen a atender la contingencia, 
en los términos previstos reglamentariamente, pero siempre con dere-
cho a los servicios de información, valoración, diagnóstico y orientación, 
tanto en el nivel primario como en el especializado.

2.2. Principios rectores
Los principios que rigen el SPSSA son:

 ● Universalidad. Todas las personas que tienen derecho a acceder a las 
prestaciones y los servicios del SPSSA deben poder hacerlo en condi-
ciones de igualdad.

 ● Solidaridad. Para superar las desigualdades sociales deben aplicarse 
políticas públicas redistributivas y que favorezcan la cohesión.

 ● Responsabilidad pública. Las administraciones públicas deben adoptar 
las medidas necesarias para favorecer la legitimidad social y la soste-
nibilidad futura del sistema y garantizar su carácter público y universal.

 ● Equidad. Se debe poder acceder a los servicios y usarlos en igualdad de 
condiciones, tanto territoriales como personales. Esto requiere fortalecer 

2.  El Sistema Público de Servicios 
Sociales de Andalucía
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el respeto y la aceptación de la diversidad: de sexo, de edad, de orienta-
ción o identidad de género, de etnia o cultura, de creencias religiosas, de 
situación socioeconómica o de capacidad funcional.

 ● Calidad, con un sistema de acreditación y de evaluación de los resul-
tados y la formación continua de los profesionales para garantizar la 
mejora continua.

 ● Eficiencia social y económica. Los criterios de actuación para las enti-
dades proveedoras se deben basar en las necesidades y expectativas 
de los grupos de interés y en los objetivos estratégicos del SPSSA.

 ● Responsabilidad social. Las decisiones y actuaciones de las institucio-
nes tienen impacto en el entorno, en la sociedad y en el medio ambiente. 
Por este motivo, además de asumir su responsabilidad, deben rendir 
cuentas, ser transparentes, tener un comportamiento ético con sus gru-
pos de interés y respetar la legalidad y las normativas internacionales 
sobre derechos humanos.

 ● Diseño para la accesibilidad universal.

 ● Planificación de las actuaciones para poder alcanzar los objetivos 
marcados.

 ● Participación de la ciudadanía en la toma de decisiones, el desarrollo y 
la evaluación de las políticas sociales. Para que sea real y efectiva, debe 
prestarse una atención especial a la población más vulnerable, como 
las personas con dificultades para hacer valer su acción y opinión, las 
personas menores de edad y las personas mayores.

 ● Emprendimiento e innovación social. Para buscar las mejores solucio-
nes y adaptaciones con calidad, es imprescindible promover y canalizar 
el talento de emprendedores e innovadores cívicos y compartir las prác-
ticas exitosas, favoreciendo su extensión.

 ● Prevención de las situaciones de necesidad social, incidiendo en sus 
causas y superándolas.

 ● Atención centrada en la persona y en su contexto, es decir, su entorno 
familiar, grupal y comunitario.

 ● Carácter integral y continuidad de la atención. Se deben planificar con-
juntamente la atención, el seguimiento y la evaluación de los resultados 
y fortalecer el trabajo cooperativo y en red.

 ● Interdisciplinariedad en las intervenciones y en los equipos profe-
sionales.

 ● Intersectorialidad. La actuación conjunta de los sectores que pueden 
afectar las condiciones sociales y económicas que determinan la cali-
dad de vida y el bienestar de las personas tiene que estar en la base de 
la estrategia de cooperación horizontal.

 ● Proximidad de los servicios sociales a la población de referencia, con 
un despliegue de las prestaciones y recursos equitativo en el territorio.

 ● Normalización. Las personas usuarias deben recibir atención en su en-
torno habitual. Si no es posible que se las atienda en su domicilio, se de-
ben buscar alternativas residenciales que, por su tamaño y proximidad, 
permitan integrarse en el entorno.

 ● Transversalidad de género. Es importante tener en cuenta sistemática-
mente las prioridades y necesidades propias de las mujeres y los hom-
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bres y su incidencia en las situaciones de unas y otros para eliminar en 
lo posible los efectos discriminatorios y fomentar la igualdad de género.

 ● Respeto a la diversidad, aceptándola como un elemento de desarrollo y 
enriquecimiento personal y social.

 ● Empoderamiento digital, usando racionalmente las redes sociales y, en 
general, las tecnologías de la información y la comunicación.

 ● Desarrollo comunitario.

 ● Coordinación y cooperación interadministrativa.

 ● Cooperación con la iniciativa privada, especialmente con entidades de 
iniciativa social.

2.3. Componentes
El Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía (SPSSA) está inte-
grado por:

 ● Oferta de la Junta de Andalucía. El conjunto de servicios, recursos y 
prestaciones que se ofrecen desde la Consejería competente en materia 
de servicios sociales y, en su caso, su ente instrumental.

La Consejería es la encargada de dirigir y coordinar todas las actua-
ciones, servicios, recursos y prestaciones para garantizar la adecuada 
integración y la coordinación de los mismos en orden a posibilitar la 
igualdad efectiva en el acceso al sistema.

 ● Oferta local. El conjunto de servicios, recursos y prestaciones que se 
ofrecen desde las entidades locales de Andalucía, y, en su caso, desde 
sus entes instrumentales.

 ● Oferta privada. Todos aquellos servicios, recursos y prestaciones de 
titularidad privada que ofrezcan sus servicios a la ciudadanía bajo cual-
quier forma de contrato con la Administración de la Junta de Andalucía, 
las entidades locales, cualquiera de sus entidades instrumentales.

2.4. Estructura básica
El SPSSA se articula funcionalmente en una red de prestaciones, servicios 
y recursos, estructurada en dos niveles de atención coordinados y comple-
mentarios entre sí:

 ● Nivel primario. Incluye los servicios sociales comunitarios, que se pres-
tan a la población desde los centros de servicios sociales comunitarios 
y mediante los equipos profesionales de los mismos.

La organización y gestión de estos servicios y sus centros corresponde 
a las entidades locales, en el marco de la planificación autonómica.

 ● Nivel especializado. Agrupa todos los centros y servicios que, sobre la 
base de criterios de mayor complejidad, requieren una especialización 
técnica concreta o una disposición de recursos determinada.

En cada nivel de atención se establecen protocolos específicos:

 ● Para prevenir y atender las situaciones de necesidad.

 ● Para atender las situaciones de urgencia y emergencia social que pue-
dan presentarse.
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2.5. Prestaciones
Las prestaciones previstas por el SPSSA son de dos grandes tipos:

 ● Prestaciones de servicios. Son actividades realizadas por equipos pro-
fesionales, orientadas al logro de los objetivos de la política de servicios 
sociales de Andalucía, de acuerdo con las necesidades de las personas, 
unidades de convivencia, grupos y comunidades.

Este tipo de prestaciones puede incluir:

 ⚫ Ayudas instrumentales.

 ⚫ Soluciones tecnológicas de apoyo al desarrollo del Proyecto de Inter-
vención Social. 

 ⚫ Programas de intervención comunitaria.

 ● Prestaciones económicas. Tienen carácter puntual o periódico y se con-
ceden a personas o unidades de convivencia con el objetivo de lograr:

 ⚫ Los objetivos de la política de servicios sociales de Andalucía.

 ⚫ Las finalidades compartidas con otros sistemas o políticas públicas.

El Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales 
es el instrumento que determina el conjunto de prestaciones del SPSSA 
(Decreto 48/2025, de 24 de febrero), que incluye 95 prestaciones, conside-
radas un servicio público:

 ● 65 son prestaciones garantizadas, es decir, prestaciones cuyo recono-
cimiento tiene carácter de derecho subjetivo, son exigibles y su provi-
sión es obligatoria para las Administraciones Públicas.

 ● 27 son prestaciones condicionadas, por lo que están sujetas a la dispo-
nibilidad de recursos y a los criterios de prioridad en la asignación que 
objetivamente se establezcan.

2.6. El mapa de los servicios sociales  
de Andalucía
El Mapa de Servicios Sociales de Andalucía (regulado por la Orden de 5 de 
abril de 2019) es el instrumento mediante el cual se establece la organiza-
ción del SPSSA y su despliegue, tanto territorial como funcional, mediante 
la configuración de la red de centros, servicios y prestaciones.

La finalidad es garantizar el derecho de todas las personas en Andalucía a 
la protección social, la promoción social y la prevención. Para ello, tomando 
como base las provincias y los municipios, los servicios sociales se orde-
nan territorialmente en dos tipos de unidades territoriales de referencia:

 ● Zonas básicas de servicios sociales.

 ● Áreas de servicios sociales.

¡Tenlo en cuenta!
Las prestaciones, servicios y recursos de cada nivel vienen dados  
por el despliegue establecido en el Mapa de Servicios Sociales de 
Andalucía.
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Las intervenciones deben estar planificadas cuidadosamente y tener en 
cuenta diversos aspectos. Una herramienta útil para ello es el Proyecto de 
Intervención Social.

El Proyecto de Intervención Social (PRISO) es la actuación diseñada 
para garantizar el carácter integral de la atención y su continuidad.

Para diseñar la actuación, se valoran las necesidades individuales y la in-
formación contenida en el historial social, único y universal de todas las 
personas usuarias de los servicios sociales en Andalucía.

Si es necesario, se puede derivar a la persona al recurso o servicio más 
idóneo del nivel especializado del SPSSA o a otro del sistema de protección 
social. Las decisiones deben contemplar el conjunto de recursos disponi-
bles en todo el territorio y las creencias, preferencias y estilo de vida de la 
persona, involucrar activamente al entorno más inmediato de la persona y 
asegurar que la atención será integral y con continuidad. 

El PRISO debe recoger, como mínimo, los siguientes aspectos:

 ● El diagnóstico de la situación y la valoración de las necesidades de 
atención. Hay que identificar explícitamente las potencialidades de la 
persona y su unidad de convivencia y sus recursos. Y ofrecer un plazo 
estimado para completar todo el proceso.

 ● Los objetivos propuestos para la intervención.

 ● Las prestaciones previstas: de servicios sociales comunitarios, de servi-
cios sociales especializados, de otros sistemas de protección social, etc.

 ● La planificación de las actuaciones, con los plazos máximos para los 
trámites y para la ejecución de las prestaciones.

 ● Los indicadores para evaluar la consecución o no de los objetivos, y la 
posible reorientación de la intervención y las actuaciones. También la 
periodicidad del seguimiento. 

En este seguimiento y evaluación participan activamente la persona y 
su familia o unidad de convivencia.

 ● Los acuerdos y compromisos entre la persona o su unidad de conviven-
cia y los equipos profesionales implicados.

3.  El Proyecto de Intervención Social

Documento 1.

Ejemplo de parametrización de objetivos e indicadores de evaluación

Fuente: Comunidad de Práctica PRISO (2019). Manual PRISO. Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación  
e Instituto Andaluz de Administración Pública.

PRESTACIÓN ÁMBITO OBJETIVOS INDICADORES

6.1.2. 
Promoción de 
la participación 
infantil y 
juvenil en 
redes sociales

 ⚫ Menores
 ⚫ Población 
general

Informar y facilitar la participación 
de las personas menores de  
edad a través de canal público 
en redes sociales sobre cualquier 
tema de interés para ellas y 
recabar sus opiniones.

 ⚫ 1. N.º de usuarios  
participantes / N.º de usuarios 
participantes previsto

 ⚫ 2. N.º de actuaciones 
informativas realizadas /  
N.º de actuaciones informativas 
previsto
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